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ACTA DE SESIÓN PÚBLICA DEL PLENO DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL
13 DE AGOSTO DE 2010
MAGISTRADO PRESIDENTE. Buenas tardes. En la Ciudad de México, Distrito Federal, siendo las doce horas del trece de agosto de dos mil diez, establecidos en la Sala de Sesiones del Tribunal Electoral del Distrito Federal, da inicio la sesión pública del Pleno de este Órgano Jurisdiccional convocada para esta fecha. Solicito al Secretario General, verifique la existencia de quórum legal para sesionar válidamente.
---
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente, le informo que se encuentran presentes los cuatro Magistrados Electorales que conforman el Pleno de este Tribunal Electoral local, por lo que en términos de los artículos 181 del Código Electoral del Distrito Federal y 8, fracción I del Reglamento Interior, certifico la existencia del quórum legal para sesionar válidamente.---------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. En virtud de lo anterior, se declara abierta la sesión. Señor Secretario, sírvase dar cuenta con el orden del día programado para esta sesión pública.

SECRETARIO GENERAL. Con su venia señor Presidente, señores Magistrados, el orden del día programado para esta sesión pública se conforma con nueve proyectos de resolución, correspondientes a siete juicios para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos y dos juicios especiales laborales. No omito mencionar, que los datos de identificación de los asuntos a resolver, como son: número de expediente, actor, autoridad responsable y, en su caso, el tercero interesado, fueron debidamente precisados en el aviso que oportunamente se publicó en los estrados de este Órgano Jurisdiccional. Es el orden del día programado para esta sesión pública señores Magistrados.-------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito al licenciado David Franco Sánchez, dé cuenta conjunta con los proyectos de sentencia emitidos en los expedientes TEDF-JLDC-021, 022 y 023 todos diagonal 2010.--
LICENCIADO DAVID FRANCO SÁNCHEZ. Con su autorización Magistrado Presidente, señores Magistrados. Con fundamento en el artículo 199, fracción IV del Código Electoral del Distrito Federal, doy cuenta con el proyecto de resolución de los juicios ciudadanos 21, 22 y 23 del año 2010, acumulados; promovidos respectivamente por Isidro Gabriel Pérez Leyva, Carlos Félix García Juárez y Rita Huerta Ibarra, en contra de diversos actos relacionados con la elección de Coordinador Territorial del Pueblo de San Mateo Xalpa de la Delegación Xochimilco. En cuanto a la competencia, en el proyecto se expresa que si bien el proceso electivo referido no está contenido en aquéllos previstos constitucional y legalmente como cargo de elección popular, pues es claro que en la designación de los Coordinadores Territoriales no se está en presencia de la elección de un órgano de gobierno ni de un proceso de participación ciudadana, no debe pasar desapercibido que el artículo 116, fracción IV de la Constitución Federal garantiza la solución de conflictos electorales a través de Tribunales especializados, por lo que es permisible considerar procedente el juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, contra actos del proceso electivo de Coordinadores Territoriales, ya que dicho proceso deviene de un acto administrativo materialmente electoral celebrado por el Titular de la demarcación política, en uso de las facultades que le confiere la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal. Por tanto, se estima que de una nueva reflexión, resulta necesario abandonar la tesis relevante publicada por este Tribunal bajo el rubro “USOS Y COSTUMBRES DE LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. EL TRIBUNAL ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL ES COMPETENTE PARA CONOCER Y RESOLVER CONTROVERSIAS QUE DERIVEN DE TALES PROCESOS ELECTIVOS”, toda vez que si bien es cierto que derivado de las normas constitucionales, estatutarias y legales relacionadas, se desprende que este Tribunal es competente para conocer y resolver impugnaciones relativas a las elecciones constitucionales, así como los procedimientos que se rigen por los usos y costumbres de los pueblos y comunidades indígenas en esta entidad; debe señalarse que dentro de estos últimos procedimientos no se comprende, como se mencionaba en la referida tesis, a la elección de Coordinadores Territoriales en las diversas delegaciones, ya que en realidad se está en presencia de un acto formalmente administrativo pero que materialmente es electoral, al involucrar la elección de un servidor público que ejerce autoridad; por lo que se está en presencia de un proceso electivo, respecto del cual, los actos y resoluciones correspondientes pueden ser impugnados mediante el juicio ciudadano. Por otro lado, respecto al acto reclamado, se sostiene que únicamente lo constituye la resolución dictada por el Director General Jurídico y de Gobierno de la Delegación Xochimilco, por lo que es la autoridad que debe tomarse como responsable para efectos de los presentes juicios y no así al Jefe Delegacional en Xochimilco y al Director Ejecutivo de Participación Ciudadana de esa misma demarcación, por lo que se propone sobreseer con relación a estos últimos. Asimismo, en concepto del Magistrado ponente, procede la acumulación de los juicios por referirse todos ellos a la misma elección e impugnar el mismo acto de autoridad. Por otro lado, se señala que al no actualizarse causas de improcedencia, debe realizarse el estudio de fondo del asunto. En primer orden, se analizan los agravios expresados por Isidro Gabriel Pérez Leyva, quien alega que en el considerando I de la resolución impugnada, la responsable justificó su competencia con base en ordenamientos jurídicos inexistentes; lo cual se estima infundado, toda vez que contrariamente a lo alegado por el accionante, la competencia en ese considerando se fundamentó en ordenamientos vigentes, y por lo que hace a la normatividad regulatoria del proceso electivo también resultaba aplicable. Respecto al considerando II, se estima que la citación que la resolutora denomina “emplazamiento” se realizó conforme a derecho, por lo que no se actualiza violación procesal alguna en este sentido. Referente al considerando III, el motivo de disenso se considera fundado pero inoperante, toda vez que si bien es cierto como lo afirma el actor, que no existe claridad en lo señalado en tal considerando, tampoco le causa perjuicio, pues en todo caso, si a lo que se refirió la resolutora como improcedente era el recurso de mérito, lo cierto es que las razones y fundamentos para declarar así dicho medio impugnativo se encuentran en el resto de consideraciones de fondo de la resolución impugnada, que tuvo oportunidad de combatir el actor en el juicio de que se trata. En cuanto a la alegada nulidad de las opiniones recibidas en la consulta ciudadana, se estima que no hubo error determinante que motivara la modificación del cómputo de las mesas receptoras 3 y 4, por lo que se propone declarar infundado el motivo de agravio. Por su parte, dada su similitud, se estudian conjuntamente los motivos de queja expresados por Carlos Félix García Juárez y Rita Huerta Ibarra, concluyéndose en el proyecto que respecto a la ausencia de plazos razonables para resolver las inconformidades, el motivo de agravio es inoperante, toda vez que los quejosos se limitaron a reiterar los agravios planteados en el recurso de inconformidad. Por lo que ve a que la convocatoria respectiva en el sentido de que ésta era ilegal, también se aprecia inoperante por ser un agravio novedoso en el que no se combate lo resuelto en el medio de impugnación primigenio. De igual forma, en la propuesta de resolución, se considera inoperante el motivo de agravio respecto a que en la jornada electiva no estuvieron presentes notarios, ni observadores de distintas instituciones, puesto que si bien la responsable omitió su estudio, lo cierto es que al analizarse tal motivo de inconformidad, se considera que aun cuando quedara demostrada la ausencia de esos funcionarios en la jornada electiva, esto no demuestra por sí mismo la violación a los mencionados principios, pues su intervención como observadores, tiende a dar mayores garantías al proceso electivo, pero la validez del mismo, incluida la voluntad de los ciudadanos que válidamente emitieron su sufragio, no puede depender de la voluntad de esas personas para acudir o no. En cuanto a que la autoridad responsable no analizó que un funcionario de la delegación fungió como escrutador en la mesa receptora número 3, se estima inoperante el motivo de agravio, por ser igualmente novedoso y no haberse planteado ante la instancia primigenia. Por tanto, se propone decretar la acumulación señalada; sobreseer por cuanto a los actos atribuidos al Jefe Delegacional y al Director Ejecutivo de Participación Ciudadana en Xochimilco, y confirmar la resolución impugnada. Es la cuenta señores Magistrados.-----------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias licenciado. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. Magistrado Armando I. Maitret Hernández, tiene el uso de la palabra.--
MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Gracias Magistrado Presidente, distinguidos Magistrados. Me veo obligado a intervenir en esta sesión, porque en el considerando PRIMERO de la propuesta que se nos formula por los Magistrados Riva Palacio, Delint y Velasco, -quienes hicieron una Ponencia conjunta en este asunto- se está proponiendo apartarnos de un criterio que surgió en un asunto que estuvo a cargo de mi Ponencia en el año dos mil siete, y cuyo rubro ya dio cuenta el secretario. En esa tesis o en ese asunto, abrimos una nueva veta de competencia para este Tribunal, porque se nos planteó, por primera ocasión, la posibilidad de conocer y resolver una controversia derivada de un proceso electivo para designar a un Coordinador Territorial -casualmente también era de la Delegación Xochimilco- y en esa ocasión, con los datos que teníamos, consideramos que se estaba en presencia de una elección por usos y costumbres, incluso hablamos, de pueblos y comunidades indígenas, y apoyamos fundamentalmente en lo dispuesto en el artículo 2º, Apartado A, fracción III, de la Constitución que reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y comunidades indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a su autonomía para elegir, de acuerdo a sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales a las autoridades o representantes para el ejercicio de sus formas propias de gobierno. Analizamos y resolvimos lo que en derecho procedió en aquel momento. Ahora, nos están llegando un bloque importante de asuntos de diversos ciudadanos que participaron en los procesos electivos o en las jornadas electivas para designar Coordinadores Territoriales en Xochimilco, y esta nueva reflexión que comparto, y que se propone en el proyecto, la hicimos a partir de un planteamiento interesante que el actor del juicio para la protección de los derechos político-electorales 049 de 2010, que es uno de los juicios que resolveremos durante esta misma sesión y cuyo análisis estuvo a cargo de mi Ponencia, en cuyo proyecto nos permitió hacer una serie de reflexiones muy interesantes y profundas, que luego debatimos todos los Magistrados, aportando todos, argumentos desafiantes que habría que ir remontando. ¿Por qué? Porque el agravio -y perdón que me adelante, aunque no voy indicar obviamente el sentido de aquella propuesta- que se nos planteaba es la ilegalidad del proceso electivo, porque se apoyó en la Ley de Participación Ciudadana, siendo que debía apoyarse en el Código Electoral, toda vez que se estaba en presencia de una elección constitucional; y a partir de ahí, tuvimos que darnos a la tarea de analizar con toda seriedad, qué tipo de proceso electivo estábamos enfrentando, y descubrimos en estos debates, que no estábamos en presencia de un procedimiento de participación ciudadana; no estábamos en presencia de un proceso constitucional electoral y que tampoco estábamos en presencia de un procedimiento que se rige por usos y costumbres; sino que estábamos en presencia de un acto administrativo, de designación de un servidor público que ejerce autoridad, pero a través de un método electoral; es decir, un acto materialmente electoral. Las conclusiones a las que ya se refirió con toda puntualidad el Secretario, derivan de esas distintas sesiones de discusión que tuvimos los Magistrados. Me parecía muy relevante hacer esta remembranza de los hechos y acontecimientos, porque el apartarse de un criterio que se viene sosteniendo deriva de nuevas reflexiones, pero también, éstas surgen a partir de importantes planteamientos que se van dando en el curso de los asuntos por parte de los actores. Se nos planteó concretamente, que no estábamos en presencia de un procedimiento de usos y costumbres y creo que, con toda convicción, yo comparto el apartarnos de ese criterio y sostengo en sus términos la propuesta que ustedes tres, señores Magistrados, nos hacen en el proyecto que nos acaba de dar cuenta el Secretario David Franco. Muchas gracias.-----------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro comentario? Magistrado Darío Velasco Gutiérrez, tiene el uso de la palabra.--------------------------

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Gracias Magistrado Riva Palacio. Quiero comentar que este tema de la elección de Coordinadores Territoriales y Subdelegados Auxiliares, es una figura que no aparece ni en el Estatuto de Gobierno, ni en ninguna otra norma de naturaleza electoral. De tal suerte que en aquel año dos mil siete, se presentan ante este Tribunal diversos asuntos relativos a la elección, en donde la convocatoria tenía como fundamento un instrumento de participación ciudadana, concretamente lo que es la consulta vecinal y por principio, me parece que fue un gran avance el que este Tribunal asumiera la competencia para conocer de esos asuntos. ¿Por qué lo digo de esta manera? Si en la normativa constitucional, estatutaria, legal, aparece la figura de Coordinador, habría que asumir una situación, la competencia fue en primer orden -me parece que un gran avance-. Aunque hay Coordinadores Territoriales que han sido electos y, a su parecer, hay la suficiente claridad respecto al sistema de convocar y el procedimiento para elegirlos, nos hemos dado cuenta -y como bien lo dijo el Magistrado Armando Maitret- en el seno del Pleno nos hemos dado a la tarea de entrar en un intenso análisis y debate para seguir perfeccionando este tipo de elecciones, porque si bien es cierto en el año dos mil siete asumimos la competencia, nos damos cuenta que tenemos que seguir trabajando en este tema. El resultado en este caso del expediente 021 y sus acumulados, estamos ya asumiendo otro criterio distinto al que quedo plasmado en aquella Tesis Relevante. Consideramos que ante esta inexistencia en la norma de las figuras de Coordinadores Territoriales, y ante las formas de nombrarlos; las funciones que asumen los Coordinadores Territoriales, los Subdelegados Auxiliares; tenemos que encontrar interpretaciones que nos permitan dar más claridad y certeza a este tipo de elecciones. Sin duda, es una idea que traeríamos para el legislador de esta entidad federativa, que ojala en la normativa electoral de la ciudad, pueda figurar el nombre de los Coordinadores Territoriales, sus funciones. Porque también ahí hay una ambigüedad que se sigue sosteniendo. Parece que son personas que por un lado están al servicio de la Delegación, por otro lado son electos a través del voto popular, libre y secreto. Por un lado son empleados administrativos, por otro lado parece que son representantes populares -en algunos casos como en el de Milpa Alta- luego viene siendo representantes del pueblo ¿qué función van asumir, qué papel van a tener en lo futuro? Entonces en este sentido, yo comparto el criterio que se propone en los proyectos, estoy totalmente de acuerdo y tenemos que seguir encontrando mecanismos que nos permitan dar mayor claridad y certeza en los planteamientos que se hacen de esta materia al Tribunal y la resolución que el propio Tribunal dicte. Muchas gracias.-----------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro Magistrado? Magistrado Alejandro Delint García, tiene el uso de la palabra.---------------------------

MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. Gracias Presidente, compañeros Magistrados. Yo quisiera circunscribir mis comentarios a reserva de que haré un par de comentarios más puntuales en el JLDC-049 que viene enseguida -y desde luego sin entrar en él- pero tienen relación todos estos asuntos, de los que ahora se ha rendido cuenta y el juicio 049, con 3 ó 4 aspectos que me parece interesante comentar. Uno -como bien se dijo ya, en exposiciones que antecedieron a la presente- estamos en presencia de actos formalmente administrativos y materialmente electorales. Más allá de que esto pudiera ser debatible, la intervención a mi cargo tiene como fin -y lo digo de la manera más respetuosa- hacer un llamado a los Jefes Delegacionales, para que cuando realicen estos actos que desde luego, desde el punto de vista formalmente administrativo, ellos como autoridades administrativas, los pueden realizar, tengan la mayor precaución y el mayor cuidado en el fundamento que le dan a las convocatorias respectivas. Porque estamos cayendo a cuenta -y eso se desprende de los asuntos que ahora estamos viendo, incluso del 049 también- que no estamos en presencia de la figura o del instrumento para llamarlo con mayor precisión de participación ciudadana, de la consulta pública, de la consulta ciudadana; y eso puede confundir también a la ciudadanía. Dicho de otra manera, sería muy sano, sería muy saludable que este tipo de actos que se realizan en las Delegaciones, y que tienen un fin especifico y que tienen un sentido, y tienen un motivo y tienen una causa, se realizaran de manera pulcra, de manera adecuada para no confundir a la ciudadanía; finalmente todas las autoridades administrativas, electorales, todas las autoridades, nos debemos a la ciudadanía y tendríamos la obligación no solamente legal, sino ética, de que todos nuestros actos se realizaran con la mayor transparencia y la mayor claridad para la ciudadanía. Yo lo hago desde esta tribuna de la manera más respetuosa, pero me parece que es un llamado importante; más allá de que a nosotros en el ámbito de nuestra competencia como Magistrados, nos toque dilucidar aspectos de carácter estrictamente jurisdiccional sobre si es o no es un instrumento como la consulta o un instrumento como cualquier otro de los señalados por la Ley de Participación Ciudadana, que es claro que, en el caso que nos ocupa, no se ubica este acto administrativo dentro de esa hipótesis -ya el Magistrado Maitret fue bastante claro cuando habló al respecto-. Entonces, y con esto terminaría el comentario, sería importante enfatizarlo, toda vez que, al parecer nos encontramos ante una elección de naturaleza particular o tal vez un acto administrativo -como bien lo señaló el Magistrado Maitret- con un método o una metodología de naturaleza electoral; y si fuese así o si es así -como es el caso- mucho convendría que el acto mismo estuviera sustentado de una manera muy clara para que no hubiera confusiones -insisto- por parte de en este caso los electores, el electorado y los participantes, esa sería mi intervención. Tengo un par de intervenciones más, pero serían en el asunto 049. Muchas gracias.---------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro Magistrado desea hacer uso de la palabra? Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.--------------------
MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Sólo para agregar que este tema de elección de Coordinadores Territoriales, va a seguir cobrando fuerza por lo siguiente: Recordemos que la Ley de Participación Ciudadana publicada el veintisiete de mayo anterior, en su artículo Transitorio Décimo Tercero, reconoce la existencia de pueblos originarios en cinco Delegaciones del sur de la ciudad y, en cuatro de ellas se eligen Coordinadores Territoriales. De tal manera que, también el que la Ley de Participación Ciudadana ya reconozca la existencia de pueblos originarios en el Distrito Federal, es otro gran avance. En el dos mil siete, habíamos reconocido la existencia de comunidades indígenas en el Distrito Federal. Es un tema que seguramente va a seguir debatiéndose en virtud de que tenemos que tener mucha claridad en cuanto a la naturaleza real de una comunidad indígena, tomando en consideración que la comunidad indígena tiene su carácter, en ese sentido, cuando esta totalmente identificado tiene un origen étnico. No desconocemos que en el Distrito Federal, existe más de un millón de indígenas que se convierten en migrantes; sin embargo, será un tema a debatir. Pero la existencia de pueblos originarios en cinco Delegaciones del Distrito Federal –repito- es un gran reconocimiento, si ya en el artículo cuarto constitucional y en el segundo se quedan ya establecidos diversos criterios de reconocimiento, aquí en el Distrito Federal, me parece que es un tema, es una asignatura que se tiene pendiente tanto por el Legislativo, como por el propio Gobierno de la ciudad, para seguir reconociendo estos derechos. Aquí se tiene que tener muy claro, porque la función de los Coordinadores Territoriales dista según la Delegación en la que son electos. Por ejemplo, en Xochimilco los Coordinadores Territoriales asumen funciones de naturaleza tradicional, de conformidad con el derecho consuetudinario. Por ejemplo, algunos tienen la función de llevar a cabo la celebración del quince de septiembre y el desfile del dieciséis, o tienen la responsabilidad de asumir el papel de entregar constancias en los panteones municipales, etcétera, etcétera. Entonces, tiene que tener mucha claridad este tema, por eso considero que en lo futuro va a cobrar mucha fuerza y tenemos que ir definiendo, el hecho de que se dé un sistema diferente de cómo se hace el nombramiento, eso no quiere decir que la autoridad electoral no pueda también dar criterios más definidos en esta parte ¿Por qué? Porque también se advierte que la figura de Coordinador Territorial o Subdelegado Auxiliar, cobrará fuerza en el sentido de ser otro nivel de gobierno. De ahí que el Tribunal tiene que prepararse bien para entrarle al debate en este tema. Entonces, en hora buena para el legislador de la ciudad en materia de participación ciudadana, cuando reconoce la existencia de los pueblos originarios. Muchas gracias.------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro Magistrado desea hacer uso de la palabra? Al no haber más comentarios, señor Secretario General recabe la votación que corresponda. ---------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García.----------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Armando Maitret Hernández. 


MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Con el proyecto.----------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con el proyecto.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor.------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, los proyectos de cuenta han sido aprobados por unanimidad de votos.


MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------

PRIMERO. Se decreta la acumulación de los expedientes TEDF-JLDC-022/2010 y TEDF-JLDC-023/2010 al diverso TEDF-JLDC-021/2010, en términos de lo establecido en el Considerando TERCERO del presente fallo.-------------------------------------------------------

SEGUNDO. Se SOBRESEE en el presente juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos, por cuanto hace a los actos atribuidos al Jefe Delegacional y al Director Ejecutivo de Participación Ciudadana en Xochimilco, en términos de lo expresado en el Considerando SEGUNDO de la presente sentencia.------------------
TERCERO. Se CONFIRMA la resolución emitida el doce de abril del año en curso, por el Director General Jurídico y de Gobierno de la demarcación territorial Xochimilco, en el expediente del recurso de inconformidad DGJG/CC/RI/02/2010, en términos de lo razonado en el Considerando SEXTO de este fallo.-----------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Tomando en cuenta que en la sentencia que nos ocupa, el Pleno de este Órgano Colegiado determinó apartarse del criterio sostenido en la Tesis Relevante identificada con la clave TEDF002. 4EL1/2007, cuyo rubro reza “USOS Y COSTUMBRES DE LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. EL TRIBUNAL ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL ES COMPETENTE PARA CONOCER Y RESOLVER CONTROVERSIAS QUE DERIVEN DE TALES PROCESOS ELECTIVOS.”, con fundamento en los artículos 187, incisos e), k), n) y v) del Código Electoral de esta entidad federativa; 29, fracción XV del Reglamento Interior del Tribunal Electoral del Distrito Federal, y 14, fracción II de las Reglas para la Elaboración, Aprobación, Registro, Publicación y Difusión de las Tesis de Jurisprudencia y Relevantes que emita el Pleno del Tribunal Electoral del Distrito Federal, se instruye al Secretario General, a efecto de que, en su oportunidad, elabore el proyecto de Acuerdo Plenario que incluya la Tesis Relevante cuyo contenido dejó de tener vigencia, a fin de someterlo a la consideración del Pleno para los efectos normativos procedentes.---

SECRETARIO GENERAL. Así se ha hecho señor Presidente.------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito al licenciado Osiris Vázquez Rangel, dé cuenta con el proyecto de sentencia emitido en el expediente TEDF-JLDC-047/2010, que la Ponencia del Magistrado Darío Velasco Gutiérrez, somete a consideración de este Órgano Colegiado.--------------------------------------------------------------------------------
LICENCIADO OSIRIS VÁZQUEZ RANGEL. Con su venia señor Presidente, señores Magistrados. Me permito dar cuenta del juicio para la protección de los derechos político electorales de los ciudadanos número 047 de 2010, promovido por el ciudadano Juan Gabriel del Valle Huerta, en contra de la resolución de siete de junio de dos mil diez, emitida por el Director General Jurídico y de Gobierno de la Delegación Xochimilco de esta Ciudad, en el expediente DGJG/CC/RI/22/2010. En el proyecto que se somete a su consideración, después de sostener la competencia para conocer del presente juicio y no advertirse alguna causal de improcedencia, se analizan los agravios formulados por el actor, siendo éstos los siguientes: 1. Que la resolución impugnada no consideró que la consulta para la elección de Coordinador Territorial del pueblo de San Francisco Tlalnepantla, realizada el veintiocho de marzo de dos mil diez, tuvo lugar en esa fecha de manera indebida, ya que fue fijada mediante un Reglamento expedido por el Director Ejecutivo de Participación Ciudadana de Xochimilco, no obstante que la convocatoria emitida por el Jefe Delegacional de dicha demarcación territorial, había establecido que tendría lugar el día veintiuno de marzo del año en curso, por lo que sólo el Jefe Delegacional podía variar la fecha. Al respecto, en la resolución combatida, se indica que la modificación del plazo se debió a un Acuerdo emitido por el propio Jefe Delegacional de Xochimilco, el cinco de marzo de dos mil diez, del cual, obran copias certificadas en el presente expediente; por lo que se concluye, que el cambio de fecha para la consulta mediante la cual se eligieron Coordinadores Territoriales de los pueblos de Xochimilco, no se realizó mediante el Reglamento Interno de la Consulta Ciudadana para la Designación de Coordinadores Territoriales, emitido por el Director Ejecutivo de Participación Ciudadana como lo afirma el actor. De tal manera, que se propone considerar este agravio infundado. 2. El actor manifiesta que el Acuerdo de cinco de marzo de dos mil diez, emitido por el Jefe Delegacional de Xochimilco carece de fundamentación y motivación y, por otra parte, que el día de la consulta se practicó la compra del voto mediante despensas, a cambio de las cuales, se pedía votar por el ciudadano Álvaro Maldonado Rojas. Sobre estas manifestaciones del actor, se observa que no van encaminadas a desvirtuar las razones y fundamentos legales por las cuales la Dirección General Jurídica y de Gobierno de la demarcación territorial de Xochimilco, consideró válidos los resultados de la consulta que nos ocupa, en el recurso de inconformidad impugnado; de tal manera, que carecen de eficacia para anular, revocar o modificar dicha determinación. Lo anterior se concluye, ya que del análisis exhaustivo de los escritos de demanda tanto del recurso de inconformidad promovido el dos de abril del año en curso, como del relativo al presente juicio, se observa que los agravios que nos ocupan constituyen un conjunto de cuestiones no planteadas en el recurso de inconformidad, por lo que no controvierten ni señalan incorrección alguna atribuible a la resolución combatida que rige actualmente la situación jurídica del actor, por lo que resultan planteamientos nuevos, no referidos en la cadena impugnativa que previeron la convocatoria de veinticuatro de febrero, el Acuerdo y el Reglamento de cinco de marzo, todos de dos mil diez. De tal manera, que se propone considerar inoperantes los presentes agravios. Por lo expuesto, se propone confirmar la resolución de siete de junio de dos mil diez, emitida por la Dirección General Jurídica y de Gobierno de la demarcación territorial de Xochimilco, en el expediente identificado con la clave DGJG/CC/RI/22/2010. Es cuanto Señores Magistrados.---------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Muchas gracias licenciado. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. Al no haber comentarios, señor Secretario General recabe la votación que corresponda.-----------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García.----------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Armando Maitret Hernández. 


MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Con el proyecto.----------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Ponente Darío Velasco Gutiérrez.

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con el proyecto.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor.------------------------------------------

SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, el proyecto de resolución ha sido aprobado por unanimidad de votos.
-----
MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------

PRIMERO.- Se CONFIRMA la resolución de siete de junio de dos mil diez, emitida por la Dirección General Jurídica y de Gobierno de la demarcación territorial de Xochimilco, en el expediente identificado con la clave DGJG/CC/RI/22/2010.-----------------------------------------------------
SEGUNDO.- Se CONFIRMA el resultado de la consulta para la elección de Coordinador Territorial en el pueblo de San Francisco Tlalnepantla de la demarcación territorial de Xochimilco, realizada el veintiocho de marzo de dos mil diez, con base en lo señalado en el Considerando SEXTO.----------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito a la licenciada Erika Estrada Ruiz, dé cuenta con el proyecto de sentencia emitido en el expediente TEDF-JLDC-049/2010, que la Ponencia del Magistrado Armando Maitret Hernández, somete a consideración de este Órgano Colegiado.--------------------------------------------------------------------------------
LICENCIADA ERIKA ESTRADA RUIZ. Con su autorización señor Presidente, señores Magistrados. Doy cuenta con el proyecto de sentencia relativo al juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos 049 del presente año, promovido por Pablo Peláez Isunza en contra de la resolución recaída al recurso de inconformidad que interpuso con motivo del ejercicio electivo de designación de Coordinadores Territoriales en la colonia Ampliación Tepepan de la demarcación territorial Xochimilco. En la propuesta que se somete a su consideración, una vez establecido que el cargo de Coordinador Territorial en la citada demarcación se eligió a través de un ejercicio electivo organizado por el Jefe Delegacional, involucrando con ello derechos político electorales de los ciudadanos que son susceptibles de protección por este Órgano Jurisdiccional local, se entra al estudio de los agravios hechos valer por el ciudadano actor, mismos que se encaminan a demostrar, que la autoridad responsable indebidamente resolvió el medio de defensa interpuesto, circunstancia que en el proyecto se aborda de la forma siguiente. 1. Respecto a la intervención de autoridades y servidores públicos delegacionales en el ejercicio electivo, el actor argumenta que la organización debió llevarla a cabo el Instituto Electoral del Distrito Federal; al respecto, en la propuesta que se somete a su consideración, se estima que al ser un ejercicio electivo lo que organizó el Titular en Xochimilco, la organización le compete plenamente a dicho servidor público; tan es así, que mediante convocatoria publicada el veinticuatro de febrero del presente año, determinó que sería a través de la Dirección Ejecutiva de Participación Ciudadana, la organización y calificación de la elección de los nuevos Coordinadores Territoriales y no así del Instituto Electoral local, organismo que solamente está facultado legalmente para la organización de los procesos electorales y de participación ciudadana que expresamente le confieren la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal y, cuya participación, quedó establecida en el convenio de apoyo y colaboración que suscribió con la demarcación territorial. 2. Por lo que hace a la inasistencia de Notarios Públicos y de observadores de la Comisión de Derechos Humanos y del Instituto Electoral, ambos del Distrito Federal, así como de la Contraloría Interna de la demarcación Xochimilco, en la propuesta se considera que es inoperante el agravio hecho valer por el ciudadano Pablo Peláez Isunza puesto que, aun y cuando quedara demostrada la ausencia de esos funcionarios en el ejercicio electivo, de esto no se sigue por sí mismo que exista una violación a los principios de certeza, seguridad jurídica y legalidad; o bien, a la libertad y secrecía del voto; es decir, no existió elemento objetivo alguno que demostrara, que su ausencia restó seguridad jurídica al proceso electivo o que con ello se vulneró el voto de la ciudadanía, en el entendido de que el motivo de queja es que no se hicieron las gestiones necesarias; lo cual, como se acreditó en autos si aconteció. 3. Por otra parte, el actor señala que la falta de catálogo de colonias que debió haber sido emitido por la Dirección Ejecutiva de Participación Ciudadana, ocasionó que algunas personas sufragaran ilegalmente, pues no pertenecían a las secciones electorales autorizadas. En la propuesta, se propone declarar como inoperante el agravio, en razón de que si bien le asiste la razón al actor en cuanto a que la autoridad responsable de manera indebida le desestimó la prueba de inspección judicial de las listas nominales levantas el día de la jornada electiva, prueba con la que pretendía demostrar la ilegalidad en la emisión de los sufragios, del análisis de los elementos de prueba requeridos por el Magistrado Instructor y que obran en autos, se desprende que tal violación procesal no trascendió al sentido de la resolución impugnada, toda vez que su admisión y desahogo, no hubiera llevado a anular el proceso electivo correspondiente, ya que si bien algunos ciudadanos no debieron haber sufragado, por no residir en las colonias autorizadas; esto no fue determinante en el resultado de la elección, tomando en cuenta que la diferencia entre el primero y segundo lugar, es de setenta y cinco votos, por lo que aún y cuando se otorgaran como votos a favor del segundo lugar los dieciséis sufragios de los ciudadanos que votaron sin tener derecho a ello, no se afectaría el resultado de la elección, pues el ciudadano Rusbel Rubén Darío Mendoza López seguiría ocupando el primer lugar. Más aún, si se sumaran dichos sufragios al tercer lugar, ocupado por el hoy actor, en nada cambiaría el resultado del proceso electivo. 4. Finalmente, por lo que toca al argumento del promovente relativo a que la autoridad responsable fundamenta y motiva de manera indebida la facultad de modificar los plazos contenidos en la convocatoria, en el proyecto se propone declarar infundado el agravio, toda vez que el Jefe Delegacional en Xochimilco, sí cuenta con facultades para realizar las modificaciones pertinentes a la convocatoria que él mismo emitió el veinticuatro de febrero del año en curso, tal y como lo sostuvo la autoridad responsable, por lo que no se trasgredió la garantía de legalidad, pues del acto combatido se desprende que como fundamento de su proceder se citó el artículo 39, fracciones VIII y XLV de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal; asimismo, se dieron razones para sostener que no era recomendable llevar a cabo el proceso electivo en la misma fecha que se celebraban las fiestas patronales de los pueblos de la demarcación. Por tanto, y al haber resultado inoperantes e infundados los agravios hechos valer por el actor, en el proyecto de cuenta se propone confirmar la resolución combatida. Es la cuenta señores Magistrados.-----------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias licenciada. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. Magistrado Alejandro Delint García, tiene el uso de la palabra.------------

MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. Gracias Magistrado Presidente, compañeros Magistrados. Como lo había anunciado, tengo un par de comentarios muy puntuales. Primero, quisiera hacer un reconocimiento público a la creatividad y a la solidez jurídica que nuevamente el Magistrado Maitret nos presenta, o nos muestra -como ha sido permanente en el desarrollo de su trabajo-. Además de ese reconocimiento -que si lo quiero hacer público, el agradecimiento- porque comparto -desde luego- el criterio que sustenta este proyecto. Me parece que es relevante mencionar que se trata de un criterio que tuvo la inteligencia –valga la expresión, si se puede decir así– de ser construido. Y también involucro y felicito tanto a la Secretaria de Estudio y Cuenta como a la Secretaria Auxiliar que participaron en el mismo, de construirse independientemente de los precedentes que había al respecto. Esto parece menor, pero no lo es al tenor de un trabajo interno en el Pleno; y más allá en la mesa Plenaria, todos los Magistrados, el Magistrado Velasco, el Magistrado Presidente, intervinieron y enriquecieron el proyecto que ahora tenemos aquí. Es un proyecto conjunto en esa lógica de aprobación, pero si quiero hacer patente esto, porque a veces, como se diría coloquialmente “no se saben los trabajos que hay tras bambalinas” –valga la expresión coloquial– y esto denota desde luego una ruta que no fue fácil construir. Finalmente, y más allá de ello y si insisto, parece de forma pero es de fondo -y cobra relevancia por lo menos para el suscrito- quiero enfatizar también algo que me parece que es la semilla como en otras veces hemos construido en este Pleno. En el considerando PRIMERO del proyecto que se nos pone a consideración, particularmente me parece que en las fojas 7 y 8, se siembra –valga la expresión– algo que me parece muy interesante y que yo creo que va hacer así como el Magistrado Darío Velasco mencionaba -y yo lo comparto también- que este tema es un tema que todavía tiene mucho camino por recorrer, lo que se asienta en el considerando PRIMERO en relación con la competencia y particularmente a foja 7, último párrafo, en relación con la importancia y la fundamentación que tienen en este caso los Tratados Internacionales, particularmente como se ve aquí. En este caso concreto, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, -se pone muy bien aquí- artículo 2º, párrafo I y V y, la Convención Americana sobre Derechos Humanos artículo 1º. Se están utilizando ya en este proyecto -al menos desde mi punto de vista- de una manera novedosa y progresiva, porque si bien, en la mayoría de las sentencias que ha emitido este Tribunal se encuentran como fundamentos los Tratados Internacionales -que por cierto, también fueron utilizados en primer instancia, al menos dentro de mi memoria lo recuerda por el Magistrado Maitret y lo hemos venido siguiendo-. Si bien, eso ha existido ya, en este caso muy particular yo veo con gusto y saludo con mucha ilusión –valga la expresión– que la protección de los derechos políticos-electorales que en este caso particular se hace, como una parte toral del proyecto, ya descansa de manera muy fuerte en estos Tratados Internacionales. Dicho de otra manera: por ahí hay un fraseo en el proyecto que dice más o menos, que a pesar de que estos derechos político-electorales no encuentran sus bases en la Constitución y luego se hace sustento en los Tratados, yo diría en la interpretación que estoy dando, que precisamente, esta interpretación que hace en el proyecto el Magistrado Maitret le da un énfasis y hace una concreción –valga la expresión– o hace concreto el contenido de la jerarquía normativa del 133 constitucional. Dicho de otra manera, nos encontramos ante el cimiento, ante la semilla de una resolución jurisdiccional -si este Pleno tiene a bien aprobarla- que ya le da un énfasis muy particular a los Tratados Internacionales, que desde luego, forman parte del Sistema Jurídico Mexicano para la protección de derechos político-electorales. Yo quiero dejarlo por sentado, finalmente es un punto de vista, pero a mí me parece relevante enfatizarlo. Lo comenté con el Magistrado Maitret en otro momento, pero me parece que si es un tema que si habría que poner en la mesa de una sesión pública. Hoy, más allá del fundamento que siempre se da en nuestras sentencias que descansa en Tratados Internacionales, además de la legislación, digamos local, se le da una connotación muy particular y una fuerza muy particular a ello y yo lo celebro, porque es la introducción del mundo de los derechos humanos, que es progresivo y que tiene que ver y cruza mucho por las resoluciones jurisdiccionales. Serían mis dos participaciones. Ya hice otra mención respecto a los actos formalmente administrativos y materialmente electorales que tenían que ver con los proyectos 021, 022 y 023. Serían estos mis comentarios. Muchas gracias.-------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro comentario? Magistrado Armando Maitret Hernández, tiene el uso de la palabra.---------------------

MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Brevemente Magistrado. Quiero sumar a este reconocimiento público que hace el Magistrado Delint, los procesos serios de deliberación que se llevaron a cabo en el Pleno y, por supuesto, esta idea original que en algún momento tuve, producto de una convicción personal, académica, de la validez de los Tratados en el sistema jurídico nacional. Incluso, ya fue materia de debate en alguna resolución entre nosotros, y en qué momentos se incorporan al Sistema Jurídico Mexicano. Hoy día, gracias a estas reflexiones de todos mis colegas, se incorpora a un proyecto de sentencia –y espero a la sentencia- el control de la convencionalidad; es decir, no estamos esperando a que el Sistema Jurídico Mexicano a través de una ley, incorpore los Tratados Internacionales. Estamos haciendo una lectura en términos prácticamente idénticos a los que hizo la Corte Interamericana de Justicia en el caso Radilla ¿En qué sentido? Que todos los jueces estamos obligados a resolver los asuntos con base en los Tratados Internacionales. ¿Esto qué significa? Que estamos asumiendo una posición, de que los Tratados Internacionales en materia de derechos humanos forman parte del Sistema Jurídico y que son instrumentos que rigen las relaciones del poder y los ciudadanos y, por tanto, sirven para garantizar los derechos de los individuos. En ese sentido, los Tribunales estamos obligados a aplicarlos en aras de proteger esos derechos, esta enorme aportación -yo la catalogo así- es producto de una reflexión colegiada y de una visión progresista; la cual, agradezco compartan con un servidor. Muchas gracias.-----------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro Magistrado desea hacer uso de la palabra? Al no haber más comentarios, señor Secretario General recabe la votación que corresponda. ---------------------------------

SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García. 


MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.---------

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con el proyecto.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Ponente Armando Maitret Hernández.

MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Con el proyecto.----------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor.------------------------------------------

SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, el proyecto de resolución ha sido aprobado por unanimidad de votos.
-----

MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------

PRIMERO.- Se SOBRESEE en el presente juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos, por cuanto hace al Jefe Delegacional y al Director Ejecutivo de Participación Ciudadana en Xochimilco, en términos de lo expresado en el Considerando SEGUNDO de la presente sentencia.---------------------------------------------
SEGUNDO.- Se CONFIRMA la resolución emitida el siete de junio del año en curso, por el Director General Jurídico y de Gobierno de la demarcación territorial Xochimilco, en el expediente del recurso de inconformidad DGJG/CC/RI/16/2010, en términos de lo razonado en el Considerando CUARTO de este fallo.--------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito al licenciado Juan Manuel Lucatero Radillo, dé cuenta con el proyecto de sentencia emitido en el expediente TEDF-JLDC-052/2010, que la Ponencia del Magistrado Alejandro Delint García, somete a consideración de este Órgano Colegiado.--------------------------------------------------------------------------------

LICENCIADO JUAN MANUEL LUCATERO RADILLO. Con su autorización Magistrado Presidente, señores Magistrados. Con fundamento en el artículo 199, fracción IV del Código Electoral del Distrito Federal, doy cuenta con el juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos TEDF-JLDC-052/2010, promovido por el ciudadano Abel Mendoza Salgado, en contra de la resolución dictada el dieciocho de mayo de dos mil diez, por el Director General Jurídico y de Gobierno de la Delegación Xochimilco, en el recurso de inconformidad DGJG/CC/RI/28/2010, interpuesto en contra de actos del Jefe Delegacional en Xochimilco y de la denominada Comisión Organizadora del proceso para la elección del Coordinador Territorial del Pueblo de Santa Cruz Xochitepec. Como cuestión previa, se propone sobreseer en el juicio de cuenta, por lo que hace al Jefe Delegacional de Xochimilco y al Director Ejecutivo de Participación Ciudadana de esa demarcación territorial, porque aunque el actor los señaló como autoridades responsables, de autos se advierte que el acto reclamado lo constituye la resolución emitida por el citado Director General Jurídico y de Gobierno, en la que aquellos no tienen participación alguna. Así, por lo que respecta al acto impugnado, al no advertir causal de improcedencia alguna, se procedió al estudio del único agravio que hace valer el actor, consistente en que el Director General Jurídico y de Gobierno de Xochimilco, desechó indebidamente, por extemporáneo, el recurso de inconformidad que interpuso en contra del proceso electivo mencionado, sin tomar en cuenta que la presentación del mismo fue el cinco de abril de dos mil diez, debido a que el Director General de Administración de Xochimilco emitió, el veintinueve de marzo del mismo año, la circular 0051 (cincuenta y uno), por virtud de la cual se suspendieron labores los días uno y dos de abril, con el propósito de conservar usos, costumbres y tradiciones en la demarcación aludida. Agravio que se propone declarar fundado, pues en autos consta que el actor presentó dicho medio de defensa en forma oportuna, acorde con lo establecido en la normativa aplicable; esto es, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la celebración de la elección del Coordinador Territorial, conforme a lo previsto en el artículo 33 del Reglamento Interno de la Consulta Ciudadana para la designación de Coordinadores Territoriales, de observancia obligatoria para los candidatos, acorde con lo establecido en su numeral 1, toda vez que si el proceso electivo se celebró el veintiocho de marzo de dos mil diez y el recurso se presentó el cinco de abril siguiente, al efecto transcurrieron cuatro de los cinco días hábiles a los que tenían derecho los recurrentes. Esto es así, tomando en cuenta que los días uno y dos de abril fueron declarados como inhábiles, según la referida circular, emitida por instrucciones del Jefe Delegacional en Xochimilco, la cual, es documental pública a la que procede otorgarle valor probatorio pleno, acorde a lo previsto en los artículos 29, fracción III, y 35, párrafo segundo de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal. Máxime, que en dicho documento no se distinguió que se exceptuaba la inhabilitación de días para los términos procesales. En consecuencia, en el proyecto de cuenta se propone revocar el acto impugnado y ordenar al Director General Jurídico y de Gobierno de Xochimilco dicte una nueva resolución, en la que, de no encontrar causa de improcedencia alguna, distinta a la desestimada, estudie el fondo del asunto, dando respuesta fundada y motivada a cada uno de los agravios expresados por el recurrente en el medio de defensa presentado ante dicha Dirección General el cinco de abril de dos mil diez. Es la cuenta señores Magistrados.-----------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias licenciado. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. Al no haber comentarios, señor Secretario General recabe la votación que corresponda.-----------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Armando Maitret Hernández. 


MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Con el proyecto.----------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con el proyecto.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Ponente Alejandro Delint García.------------------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor.------------------------------------------

SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, el proyecto de resolución ha sido aprobado por unanimidad de votos.
-----

MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------

PRIMERO. Se sobresee en el presente juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos, por lo que hace al Jefe Delegacional en Xochimilco y al Director Ejecutivo de Participación Ciudadana de dicha demarcación territorial, acorde con lo expuesto en el considerando SEGUNDO de la presente sentencia.--

SEGUNDO. Se revoca la resolución dictada el dieciocho de mayo de dos mil diez, por el Director General Jurídico y de Gobierno de la Delegación Xochimilco, en el recurso de inconformidad DGJG/CC/RI/28/2010, para los efectos establecidos en la parte final del considerando CUARTO de esta sentencia.---------------------------------

TERCERO. En consecuencia, se ordena al Director General Jurídico y de Gobierno de la Delegación Xochimilco, emitir resolución en el citado recurso de inconformidad, en un plazo máximo de cinco días hábiles y, hecho lo anterior, informe a este Tribunal Electoral local dentro de los tres días siguientes a que ello ocurra.-------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito al licenciado Alejandro Juárez Cruz, dé con el proyecto de sentencia emitido en el expediente TEDF-JLI-002/2010, que la Ponencia del Magistrado Armando Maitret Hernández, somete a consideración de este Órgano Colegiado.----------

LICENCIADO ALEJANDRO JUÁREZ CRUZ. Con su autorización señor Presidente, señores Magistrados. Doy cuenta con el proyecto de resolución relativo al juicio para dirimir diferencias y conflictos laborales entre el Instituto Electoral del Distrito Federal y sus servidores, identificado con la clave TEDF-JLI-002/2010, promovido por la ciudadana Marisol Muñiz Zárate, en contra del Instituto Electoral del Distrito Federal, mediante el cual reclama la reinstalación en el cargo que venía desempeñando, y el pago de diversas prestaciones de índole laboral con motivo del despido injustificado del que dice fue objeto el tres de noviembre de dos mil nueve. De un análisis a las constancias que integran el mencionado expediente, se desprende que la litis en esta controversia, se constriñó a dilucidar si, en la especie, existe una relación laboral entre la actora y el demandado, y sólo en el caso de que ésta quede debidamente acreditada, determinar si existió el despido injustificado que aduce la promovente, y de ser así, decretar si son procedentes las prestaciones que reclama; o si por el contrario, tal como lo afirma el Instituto demandado, la relación existente entre las partes es de carácter civil, derivada de la suscripción de diversos contratos de prestación de servicios profesionales por honorarios y, en este sentido, absolverlo de las prestaciones que por esta vía se le reclaman. Es así, que en el proyecto que se somete a consideración, se hace un análisis de las características que debe reunir una relación laboral y su diferenciación con otro tipo de relaciones jurídicas, como es, la que deviene de un contrato de prestación de servicios profesionales por honorarios, a fin de determinar el tipo de relación que existía entre las partes, pues de ello dependerá la procedencia o no de las prestaciones demandadas. Razón por la cual, en el proyecto se analizaron y valoraron los medios probatorios aportados por las partes para sustentar sus acciones y excepciones, respectivamente. En tal virtud, en primer lugar se analizaron la pruebas ofrecidas por el Instituto demandado en términos del artículo 124 de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal, como son: a) Diversos contratos de prestación de servicios profesionales por honorarios correspondiente al periodo del dieciséis de noviembre de dos mil ocho al quince de octubre de dos mil nueve, suscritos por las partes; b) 21 listas de comprobantes de pago de honorarios asimilados a salarios que corresponden al mismo periodo, las cuales contienen el nombre de la hoy actora, las cantidades que le fueron pagadas y su firma autógrafa, y c) diversos Informes de Servicios Prestados por la impetrante, que contienen las actividades realizadas, así como la firma de ésta. Probanzas que adminiculadas, crearon convicción en el sentido de que entre Marisol Muñiz Zárate y el Instituto Electoral del Distrito Federal, existió una relación de carácter civil derivada de la suscripción de diversos contratos de prestación de servicios profesionales por honorarios correspondientes al periodo del dieciséis de noviembre de dos mil ocho al quince de octubre de dos mil nueve, toda vez que se acreditó que ésta prestaba sus servicios de manera independiente y a cambio percibía el pago de honorarios, además de que rendía informes mensuales de sus actividades. Cabe señalar, que estas pruebas fueron objetadas por la parte actora en cuanto a su autenticidad de contenido y firma, para lo cual ofreció la pericial en caligrafía, grafoscopía y grafometría; sin embargo, en la fecha en que se le requirió para que compareciera personalmente en la Ponencia del Magistrado Instructor, para que estampara su firma autógrafa, que serviría de muestra a los peritos para realizar el dictamen correspondiente, no se presentó a pesar de que estaba apercibida de que en caso de no comparecer sin causa justificada se le declararía desierta dicha probanza. Razón por la cual, las firmas que obran en las referidas pruebas, se tuvieron por atribuidas al puño y letra de la actora de conformidad con diversos criterios emitidos por los Tribunales del Poder Judicial de la Federación. Así también, es de señalarse que la actora con las pruebas que aportó, no logró desvirtuar lo acreditado por el Instituto demandado, pues no demostró que hubiera tenido una relación laboral; esto es, la existencia de un trabajo personal y subordinado con el pago de un salario. Ello es así, porque de ocho comprobantes de pagos quincenales aportados por la actora, éstos tampoco le beneficiaron, por el contrario, favorecieron a su contraria, ya que se adminicularon con las veintiún listas de comprobantes de pago de honorarios asimilados a salario, las cuales coincidieron, reafirmando el pago de honorarios que percibía Marisol Muñiz Zarate. Así también, la actora ofreció la confesional para hechos propios de Ricardo Rodríguez Altamirano, persona encargada de realizar los pagos en el Instituto demandado, quien carece de facultades para despedir al personal de dicho Instituto, aunado a que con su declaración, no se acreditó alguno de los elementos que integran una relación de trabajo a favor de la hoy actora, habida cuenta que adujo que sólo la veía en lo días de quincena. Situación que se confirmó con el desahogo de la prueba de inspección a un video ofrecido por la propia actora, en el que se aprecia que Ricardo Rodríguez Altamirano, únicamente le comunicó a ésta que no tenía a disposición su pago, pues le habían informado que había sido dada de baja, sin que de ello se desprenda que hubiera existido una relación laboral y por consiguiente, el despido del que dice fue objeto Marisol Muñiz Zárate. Asimismo, la actora aportó la testimonial a cargo de Raúl Figueroa Romero y Daniel Rodríguez Agonizantes, que tampoco le beneficiaron, porque se consideró que dichos testigos tenían interés en la controversia, estaban aleccionados; además de que no acreditaron diversas circunstancias de modo, tiempo y lugar que permitieran formar convicción de que su testimonio era verosímil. Por las razones anteriormente expuestas, en el proyecto se concluye que es improcedente el reclamo formulado por la actora, porque no acreditó la existencia de una relación laboral que la uniera con el Instituto Electoral del Distrito Federal, razón por la cual, se propone absolver a éste de las prestaciones reclamadas, además de que resulta innecesario determinar si se suscitó o no el despido injustificado el tres de noviembre de dos mil nueve. Es la cuenta, Señor Presidente y Señores Magistrados.-----------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias licenciado. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez tiene el uso de la palabra.-----------

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Gracias Magistrado Riva Palacio. Quiero hacer una pequeña intervención de un punto de vista que vertí precisamente en el análisis del expediente JLI-002 de este año, y que presente mi punto de vista en el Pleno, por la razón siguiente: señalo que de las constancias que integran el expediente, así como del proyecto del que se dio cuenta, se aprecia que en la audiencia celebrada el quince de febrero de dos mil diez, el representante del demandado no compareció en la etapa de conciliación ni llegó puntual en la etapa de demanda y excepciones, momento en que la actora, por conducto de su apoderado amplió su demanda; por lo que, aún cuando el demandado compareció en forma tardía, el Magistrado Instructor no lo tomó en cuenta y acordó tener por contestada la demanda en sentido afirmativo cerrando dicha etapa y citando las partes en diversa fecha para continuar con el procedimiento. Posteriormente, el Colegiado encargado de la sustanciación, mediante proveído de dieciocho de febrero de dos mil diez, ordenó la regularización del procedimiento; para lo cual, reabrió la etapa de demanda y excepciones para su continuación, revocando su determinación y ordenó dar vista con la ampliación de la demanda al Instituto Electoral del Distrito Federal para no vulnerar sus derechos y salvaguardar el equilibrio procesal que debe imperar entre las partes. Al respecto, el artículo 105, fracción IV de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal, autoriza al Magistrado Instructor para regularizar el procedimiento, pero esta atribución tiene como límite que las determinaciones sean de trámite, si es que se asumen los criterios de los Tribunales de amparo en materia laboral que han interpretado el segundo párrafo del numeral 686 de la Ley Federal del Trabajo, que es muy similar a lo que establece el numeral referido de nuestra Ley Procesal. De esta manera, la regularización ordenada motu propio por el Magistrado Ponente sin que de ello conociera el Pleno, considero que pudiera ser un exceso. No obstante lo anterior, y toda vez que no existe afectación a las partes es que adelanto el sentido de mi voto, en sentido afirmativo. Ese es el comentario que en el Pleno lo hice de manera muy respetuosa ante los integrantes del mismo. Muchas gracias.------------------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro comentario? Magistrado Armando Maitret Hernández, tiene el uso de la palabra.---------------------

MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Si Magistrado Presidente, distinguidos Magistrados. Simplemente para dar respuesta a lo que advierte nuestro distinguido Magistrado Darío Velasco. Efectivamente el artículo 105 de la Ley Procesal -que recordemos que en los asuntos de índole laboral de los que conocemos y resolvemos son las normas que están explícitamente establecidas en este cuerpo normativo las que rigen tanto en la parte sustantiva como en la procesal- y sólo en aquellos casos en donde existan figuras indebidamente reguladas, procedemos a la supletoriedad que la propia ley prevé. En el caso concreto -me parece y esto, desde luego, respetando cualquier otra opinión- que a la larga nos llevara a sentar una Tesis a este Pleno, o si la actora en este juicio, en su respectivo medio extraordinario de defensa acude al juicio de amparo y se determina que esa actuación procesal fue indebida porque se rige exactamente en los mismos términos que la Ley Federal del Trabajo, hasta entonces nos vincularía; pero en tanto eso no ocurra, me parece que de acuerdo con la fracción IV del artículo 105 de la Ley Procesal Electoral, que a la letra dice: “…El Magistrado Instructor o la Comisión de Conciliación y Arbitraje ordenará que se corrija cualquier irregularidad u omisión que notara en la sustanciación del proceso, para el efecto de regularizar el procedimiento sin que ello implique que puedan revocar sus propias resoluciones.”. Con ello se prescribe, como hice la interpretación al momento de instruir el juicio, que la ley no nos distingue, habla de cualquier irregularidad u omisión que se notara en el procedimiento de sustanciación y, como es un regla especial que sí rige estos procedimientos, no es necesario acudir a la ley laboral de manera supletoria y, por tanto, tampoco a la jurisprudencia que han sentado los Colegiados. Son simplemente las razones a las que quería hacer referencia, particularmente porque, en efecto, el Magistrado Velasco hizo esta aseveración en la sesión privada, la reitera en esta ocasión, y por supuesto que sí hay una duda en la interpretación de este precepto, ojalá, en algún momento los órganos de revisión pudieran establecer jurisprudencia, respecto al caso concreto, porque me parece que es importantísimo lo siguiente: estamos afortunada o desafortunadamente ahora inundados algunos Colegiados con los asuntos que derivan de órganos electorales y también, ojalá en algún momento, los Magistrados de los Tribunales Colegiados adviertan que las leyes que rigen esas relaciones laborales son el Código Electoral, el Estatuto y, la parte procesal, está regulada en la Ley Procesal Electoral, porque es muy tentador acudir a una tradición histórica, de aplicar la Ley Federal del Trabajo en todos sus términos, cuando estamos en presencia -lo dice la ley, no lo digo yo- de reglas particulares para regir relaciones laborales entre servidores muy especializados, que son los servidores públicos de los órganos electorales, de manera tal que sólo se debe acudir a la Ley Federal del Trabajo, siempre que no se contravengan las disposiciones especialmente previstas para regir ese tipo de relaciones laborales. Muchas gracias Magistrados.-------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro Magistrado desea hacer uso de la palabra? Al no haber más comentarios, señor Secretario General recabe la votación que corresponda. ---------------------------------

SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García. 


MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.---------

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con el proyecto.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Ponente Armando Maitret Hernández.

MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Con el proyecto.----------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor.------------------------------------------

SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, el proyecto de resolución ha sido aprobado por unanimidad de votos.
-----

MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------

PRIMERO. La actora Marisol Muñiz Zárate no acreditó los extremos de su acción y el Instituto Electoral del Distrito Federal, justificó la excepción de falta de acción y de derecho, de conformidad con lo dispuesto en el considerando SÉPTIMO de esta sentencia.----------------

SEGUNDO. En consecuencia, se absuelve al Instituto Electoral del Distrito Federal de las prestaciones demandadas por la actora, en términos de lo razonado en el considerando SÉPTIMO de este fallo.----

MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito al licenciado Adolfo Vargas Garza, dé cuenta con el proyecto de sentencia emitido en el expediente TEDF-JLI-006/2010, que la Ponencia del Magistrado Alejandro Delint García, somete a consideración de este Órgano Colegiado.--------------------------------------------------------------------------------

LICENCIADO ADOLFO VARGAS GARZA. Con su autorización Magistrado Presidente, señores Magistrados. Con fundamento en el artículo 199, fracción IV del Código Electoral del Distrito Federal, doy cuenta con el proyecto de resolución del juicio para dirimir conflictos laborales entre el Instituto Electoral del Distrito Federal y sus servidores, identificado con el número 006 del año 2010, promovido por Juana Lilia Bernal Cortés en contra del citado Instituto, mediante el cual, reclama el otorgamiento, cumplimiento y pago de diversas prestaciones y obligaciones de índole laboral. En el proyecto que se somete a su consideración, después de sostener la competencia para conocer del asunto que nos ocupa, se precisa cuál es el marco jurídico aplicable a éste. Hecho lo anterior, previamente al estudio de fondo, con respecto a las excepciones opuestas por el Instituto demandado, derivado de su estrecha vinculación con la acción principal y sus accesorias, por razón de método, su estudio se realiza de manera conjunta, con base en el examen y valoración de las probanzas ofrecidas y aportadas por las partes, ya que hacerlo de manera previa al estudio de fondo del presente asunto, implicaría dejar en estado de indefensión a la parte actora, por encontrarse dichas excepciones íntimamente relacionadas con la controversia planteada por las partes, como al efecto se aprecia. Así las cosas, por lo que respecta al fondo del presente asunto, de constancias de autos se colige que la litis planteada por las partes, consiste esencialmente en determinar si la actora tiene derecho o no a percibir las prestaciones siguientes: 1. Cumplimiento de la relación de trabajo; reinstalación y pago de salarios caídos. Al respecto se propone absolver al Instituto demandado, pues éste determinó allanarse a la acción de despido ejercida por su contraria, pagando la indemnización y los salarios caídos establecidos en el artículo 138, fracción III de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal. 2. Enteramiento y pago de las cuotas y/o aportaciones al ISSSTE, FOVISSSTE y SAR. De autos se advierte que la relación laboral entre las partes inicio el dieciséis de noviembre de dos mil ocho y concluyó el veintidós de abril de dos mil diez. Al respecto, se propone declarar procedente la excepción de pago opuesta por el Instituto, por lo que hace del dieciséis de febrero de dos mil nueve al quince de enero de dos mil diez, al acreditarse con dos documentales aportadas por el Instituto el cumplimiento de dichas prestaciones. Sin embargo, se propone condenarlo a su cumplimiento por lo que corresponde del dieciséis de noviembre de dos mil ocho al quince de febrero de dos mil nueve, y del dieciséis de enero al veintidós de abril de dos mil diez, al no obrar en el expediente prueba alguna con la que se acredite dicho cumplimiento. 3. Pago de gastos médicos y medicinas, pago de vales de despensa anual y mensual, seguro colectivo de retiro, póliza de seguros de gastos médicos y fondo de ahorro del año dos mil diez. Se propone absolver al Instituto de las anteriores prestaciones. Lo anterior, al tratarse de prestaciones de carácter extralegal, ya que al efecto la actora no acreditó con prueba alguna tener derecho a ellas. 5. Pago de tiempo extraordinario y de algunos sábados y domingos. Se propone absolver al instituto por las razones siguientes: a) Por lo que hace del dieciséis de noviembre de dos mil ocho al cuatro de febrero de dos mil nueve, se propone declarar procedente la excepción de prescripción opuesta por el Instituto. b) En cuanto al periodo del cinco de febrero al dieciocho de septiembre de dos mil nueve, se propone declarar procedente la excepción de pago, al haberse acreditado en autos que, derivado del proceso electoral local 2008-2009, el Instituto pagó a la actora la cantidad de $49,293.79 (cuarenta y nueve mil doscientos noventa y tres pesos 79/100 M.N.), por concepto de “carga laboral”; o sea, por la compensación establecida en los artículos 169 del Código Electoral local, y 18, fracción XV del Estatuto del Servicio Profesional Electoral. c) Por lo que atañe del diecinueve de septiembre de dos mil nueve al quince de enero de dos mil diez, se propone absolver al Instituto, ya que con las documentales que aportó se evidencia que la actora no laboró las horas extras ni tampoco los días sábados y domingos que dice haber trabajado. d) Por último, por lo que hace del dieciséis de enero al veintidós de abril de dos mil diez, también se propone absolver al Instituto, ya que de autos se advierte que la actora en dicho periodo de tiempo no acudió a trabajar, derivado de la terminación de la relación laboral determinada en forma unilateral por el Instituto, y que en razón de ello optó por allanarse a la acción de despido, pagando la indemnización y los salarios caídos establecidos en el artículo 138 fracción III de la Ley Procesal Electoral. 6. Aguinaldo del año dos mil nueve y parte proporcional del aguinaldo del año dos mil diez. En cuanto al aguinaldo del año dos mil nueve se propone absolver al Instituto, al acreditarse en autos con la documental que aportó su pago. Sin embargo, se propone condenarlo a pagar a su contraria la cantidad de $6,057.70 (seis mil cincuenta y siete pesos 70/100 M.N.), al acreditarse en autos que la relación laboral concluyó el veintidós de abril de dos mil diez y que no cubrió a la actora la parte proporcional de dicha prestación. 7. Parte proporcional de vacaciones y de la prima vacacional, correspondientes al año dos mil diez. Se propone condenar al Instituto demandado a que pague la cantidad de $3,028.85 (tres mil veintiocho pesos 85/100 M.N.) por concepto de parte proporcional de vacaciones no disfrutadas del año dos mil diez, y la cantidad de $1,272.11 (un mil doscientos setenta y dos pesos 11/100 M.N.) por concepto de parte proporcional de la prima vacacional de dicho año, al acreditarse en autos que la relación laboral concluyó el veintidós de abril de dos mil diez y que no se cubrió a la actora dichas prestaciones. En este orden de ideas, en el proyecto se propone ordenar al Instituto a que cumpla y/o pague las prestaciones a que se propone condenarlo, dentro de las 72 horas siguientes a aquella en que surta efectos la notificación de la sentencia que se propone; ello con los apercibimientos de ley. Es la cuenta señores Magistrados.------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias licenciado. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. Al no haber comentarios, señor Secretario General recabe la votación que corresponda.-----------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Armando Maitret Hernández. 


MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Con el proyecto.----------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con el proyecto.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Ponente Alejandro Delint García.------------------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor.------------------------------------------

SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, el proyecto de resolución ha sido aprobado por unanimidad de votos.
-----

MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------

PRIMERO. Es procedente la vía de juicio para dirimir conflictos laborales entre el Instituto Electoral del Distrito Federal y sus servidores, en la cual la actora Juana Lilia Bernal Cortés acreditó parcialmente los extremos de las acciones ejercidas en contra del Instituto Electoral del Distrito Federal, quién probó parcialmente sus excepciones.-----------------------------------------------------------------------------

SEGUNDO. En consecuencia, se condena al Instituto Electoral del Distrito Federal al cumplimiento y/o pago de las prestaciones que resultaron procedentes, consistentes en: a) el enteramiento y pago de las cuotas y/o aportaciones al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE), al Fondo de la Vivienda del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (FOVISSSTE), y al Sistema de Ahorro para el Retiro (SAR); b) el pago de la cantidad de $6,057.70 (seis mil cincuenta y siete pesos 70/100 moneda nacional) brutos (sin deducción alguna), por concepto de parte proporcional de aguinaldo del año dos mil diez (2010); c) el pago de la cantidad de $3,028.85 (tres mil veintiocho pesos 85/100 moneda nacional) brutos por concepto de parte proporcional de vacaciones no disfrutadas de dos mil diez; y d) el pago de la cantidad de $1,272.11 (un mil doscientos setenta y dos pesos 11/100 moneda nacional) brutos por concepto de parte proporcional de prima vacacional de dos mil diez, en términos de lo expuesto en los considerandos SÉPTIMO, DÉCIMO PRIMERO y DÉCIMO SEGUNDO de esta sentencia.-----------------------------------------

TERCERO. Se absuelve al Instituto Electoral del Distrito Federal del cumplimiento y/o pago de las demás prestaciones que le fueron reclamadas por la actora, que resultaron improcedentes, acorde con lo expuesto en los considerandos SEXTO, OCTAVO a DÉCIMO, y DÉCIMO TERCERO a DÉCIMO QUINTO de la presente sentencia.-----
MAGISTRADO PRESIDENTE. Le solicito al Secretario General, dé cuenta con el proyecto de sentencia emitido en el expediente TEDF-JLDC-056/2010, en virtud del sentido del fallo que se propone.-----------
SECRETARIO GENERAL. Con su autorización señor Presidente, señores Magistrados. Doy cuenta con el juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos aludido por Usted señor Magistrado Presidente, incoado por los ciudadanos Daniel Díaz Rodríguez y Miguel Ángel Valencia Gómez, en contra de la omisión de la Comisión Nacional de Garantías del Partido de la Revolución Democrática, de emitir la resolución de la queja que presentaron dichos ciudadanos y otros, el treinta y uno de julio de dos mil nueve. En el juicio de cuenta, se actualiza la causa de improcedencia prevista en el artículo 23, fracción VIII, en relación con el diverso 24, fracción II de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal, relativa a que el presente juicio ha quedado sin materia. Se sostiene lo anterior, ya que la Comisión Nacional de Garantías del citado instituto político, al rendir su informe circunstanciado, manifestó que ya había emitido resolución respecto a la queja identificada con la clave QP/DF/750/2009 materia del presente asunto, en el cual, desechó de plano el recurso intrapartidario promovido por los actores; por tanto, resulta evidente la improcedencia del presente juicio por haber quedado sin materia, en virtud de que con el pronunciamiento hecho en el medio de impugnación intrapartidista, se satisfizo la pretensión de los ahora impugnantes respecto de la omisión de resolución alegada, razón por la cual, se propone su desechamiento de plano. No obstante esta determinación, no pasa desapercibido para este Órgano Jurisdiccional, que toda vez que en el asunto con el que se da cuenta no se advierte constancia alguna que acredite que se notificó a los hoy actores la aludida resolución intrapartidista; se considera procedente que junto con la notificación que se les practique a los accionantes de la presente sentencia, se anexe copia certificada de la resolución emitida por la Comisión Nacional de Garantías del Partido de la Revolución Democrática, a fin de que exista certeza en su conocimiento, y a partir de ese momento, inicie el cómputo del plazo para impugnar la resolución intrapartidista, para el caso de que los actores estimen necesario ejercer ese derecho, siempre y cuando no lo hubieren ejercido con antelación. Es la cuenta señor Presidente, señores Magistrados.-----------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias señor Secretario General. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. Al no haber comentarios, señor Secretario General recabe la votación que corresponda.-----------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García.----------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Armando Maitret Hernández. 


MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. A favor.---------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con el proyecto.------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor.------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, el proyecto de resolución ha sido aprobado por unanimidad de votos.-----
MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------

PRIMERO. Se desecha de plano la demanda de juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos promovido por los ciudadanos Daniel Díaz Rodríguez y Miguel Ángel Valencia Gómez en términos del Considerando SEGUNDO de la presente sentencia.--------------------------------------------------------------------

SEGUNDO. Se ordena que a la notificación que se le practique a los actores de la presente resolución, se anexe copia certificada de la diversa emitida por la Comisión Nacional de Garantías del Partido de la Revolución Democrática, para el caso de que estimen necesario impugnarla, siempre y cuando no lo hubieren hecho con antelación, por ya habérseles notificado la indicada resolución partidista.--------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Señor Secretario informe a este Pleno si existe algún otro asunto que desahogar en esta sesión pública.

SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, han sido agotados todos los asuntos listados en el orden del día.


MAGISTRADO PRESIDENTE. No habiendo otro asunto que tratar, se da por concluida la presente sesión pública. Gracias.
--
____________________________

ADOLFO RIVA PALACIO NERI

MAGISTRADO PRESIDENTE

	_______________________________

ALEJANDRO DELINT GARCÍA

MAGISTRADO 
	_______________________________

ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ

MAGISTRADO 



	
	

	_______________________________

DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ

MAGISTRADO 


EL LICENCIADO GREGORIO GALVÁN RIVERA, SECRETARIO GENERAL DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL, CON FUNDAMENTO EN LO DISPUESTO POR LOS ARTÍCULOS 188, INCISO J) DEL CÓDIGO ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL Y 29, FRACCIÓN XVI DEL REGLAMENTO INTERIOR DEL PROPIO TRIBUNAL, AUTORIZA Y DA FE, DE QUE LA PRESENTE ACTA CONCUERDA FIELMENTE CON LA SESIÓN PÚBLICA DEL PLENO DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL, CELEBRADA EL TRECE DE AGOSTO DE DOS MIL DIEZ. DOY FE.
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